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(Régimen contractual de los corredores viales nacionales)

Planteo:
La Dirección Nacional de Vialidad convocó a una licitación pública cuyo objeto es la selección de empresas para la construcción, mejora, reparación, conservación, ampliación, remodelación, mantenimiento, administración y explotación de los Corredores Viales Nacionales. 
Las obligaciones de cada empresa contratista consisten en efectuar todos los trabajos y prestar todos los servicios previstos en el Contrato. Ejecutar las obras previstas en el Plan de Obras establecido en cada Pliego. Y además, efectuar todo lo necesario para la transitabilidad, seguridad y asistencia del usuario contemplados en el Contrato y en la Legislación Aplicable.
En cuanto a los ingresos de la empresa, se prevé que por un lado va a percibir una tarifa por el uso del corredor por parte de los usuarios que destinará a las tareas de explotación y mantenimiento. Y en lo que hace al Plan de Obras, que comprende la parte más significativa del Contrato desde el punto de vista económico, la Repartición contratante las va a medir y certificar mensualmente y a pagar con Fondos del Tesoro de la Nación. 
Principales normas a tener en cuenta:
El artículo 1° de la Ley N° 17.520 de Concesiones de Obra Pública, en lo pertinente, establece: 
“El Poder Ejecutivo podrá otorgar concesiones de obra pública por un término fijo, a sociedades privadas o mixtas o a entes públicos para la construcción, conservación o explotación de obras públicas mediante el cobro de tarifas o peaje conforme a los procedimientos que fija esta ley. La concesión se hará por decreto del Poder Ejecutivo.
Se aclara que podrán otorgarse concesiones de obra para la explotación, administración, reparación, ampliación, conservación de fondos para la construcción o conservación de otras obras que tengan vinculación física, técnico o de otra naturaleza con las primeras, sin perjuicio de las inversiones previas que deba realizar el concesionario. Para ello se tendrá en cuenta la ecuación económico-financiera de cada emprendimiento, la que deberá ser estructurada en orden a obtener un abaratamiento efectivo de la tarifa o peaje a cargo del usuario.
La tarifa de peaje compensará la ejecución, modificación, ampliación, o los servicios de administración, reparación, conservación o mantenimiento de la obra existente y la ejecución, explotación y mantenimiento de la obra nueva”.
Y el último párrafo del artículo 4° de la Ley N° 17.520 también dispone que “…En todos los casos deberán respetarse, en cuanto a la etapa de construcción, las normas legales establecidas para el contrato de obra pública en todo lo que sea pertinente”.
El artículo 1° de la Ley N° 13.064 de Obras Públicas, establece:
“Considérase obra pública nacional toda construcción o trabajo o servicio de industria que se ejecute con fondos del Tesoro de la Nación, a excepción de los efectuados con subsidios, que se regirán por ley especial, y las construcciones militares, que se regirán por la ley 12.737 y su reglamentación y supletoriamente por las disposiciones de la presente”.

Preguntas:
1) ¿Cuál es la naturaleza del contrato al que se refiere el planteo? ¿Qué legislación lo rige?

2) Dichos contratos, luego de una modificación contractual, contemplan actualmente que las tareas de mantenimiento también van a ser certificadas y pagadas con fondos del Tesoro de la Nación. ¿Este dato modifica en algo la respuesta anterior? Por otra parte, ¿es factible legalmente dicha modificación contractual?
